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SALA SEGUNDA

EXCMOS.  SEÑORES. :

Don Luis López Guerra

Don Eugenio Díaz Eimil

Don Alvaro Rodrfguez Berei jo

Don José Gabaldón López

Don Julio D. González Campos

Don Carles Viver Pi-Sunyer

Núm. de Regis t , ro :  L lL4/92

ASUNTO: Recurso de amparo in-

terpuesto por don Eduardo

Pérez Pérez y don Fernando

Leopoldo Arrocha Rodrfguezt

que actúa en representación

del Comit,é Local deI Sindicato

Profesional de Ia Policfa Lo-

cal de Santa Cruz de la Palma.

SOBRE: Resoluc ión de Ia  Alca l -

dla del Ayuntamiento de Santa

Cruz de La Palma de 30 de ju-

l io de 1990 imponiendo sanción

discipl inaria, y sent,encia de

la Sala de 1o Contencioso-

Administrativo de1 Tribunal

Superior de Justj.cia de Cana-

rj-as de 2 de abrit  de Lgg2 |

dictada

79L /90 .

en recurso núm.

La Sala ha examinado Ia pieza separada de suspensión

del recurso de amparo interpuesto por don Eduardo Pérez Pérez y

don Fernando Leopoldo Arrocha Rodrfguez.

I . -  ANTECEDENTES

1. El 29 de abri l  de L992 tuvo entrada en el Regist,ro

General de este Tribunal un escrito por eI que doña Nuria Munar
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Serrano, Procuradora de los Tribunales y de don Eduardo Pérez

Pérez y de don Fernando Leopoldo Arrocha Rodríguez, act,uando

éste en representación del comité Local del Sindicato Profesio-

na l  de  PoL ic fa  Loca l  (S .P .P .L .  )  de  San ta  Cruz  de  La  Pa lma ,  en

su caLidad de actual Presidente del mismo, interpone recurso de

amparo frente a la resoLución del Ayuntamiento de Santa Cruz de

la Palma de 30 de ju l io  de L990 y poster ior  Sentencia de la

Sala de 1o Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de

Just ic ia  de Canar ias de 2 de abr i l  de L992r  Por  vuLnerac ión de

los  de rechos  reconoc idos  en  l os  a r t s .  L4 ,20 .1 .a )  y  d )  y  2 '

24 .L  y  2  y  28 .1  de  l a  C .E .

2. Los hechos de los que trae causa la demanda de ampa-

ro 6on,  en s fntes is ,  1os s igu ientes:

a) Don Eduardo Pérez Pétez, Cabo de la Policfa

Municipal, fue sancionado por Ia Comisión de una fal-ta muy

grave (ar t .  27.3 i l  de Ia  Ley de Fuerzas y  Cuerpos de

Seguridad) por resolución de Ia Alcaldla del Ayunt,amiento de

Santa Cruz de la PaLma de 30 de jul io de 1990, imponiéndosele

Ia sanción de un año de suspensión de funciones.

La sanción f ue debida a l-os escrit ,os que dir igió a

ot,ros miembros de La policla municipal de San Bartoloné de

Tirajana y de Santa Cruz de Tenerife, pidiéndoles ae abstuvie-

ran de part, icipar en los i .mprescindibles servicios policiales

prev is tos para las f iestas Lust ra les de la  is1a.

b) Interpuesto recurso contencioso-administrativo, 1a

Sala del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, Por senten-

cia de 2 de abri l  de Lggz estimó parcialmente el recurso, Pro-

cediendo a cali f icar l-a falta como grave y eancionando con un

mes de suspensión de empleo y sueldo.
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3. Los recurrentes alegan que la resolución

adminístrativa y la posterior sentencia judicial, determinante

finalmente de la sanción de un mes de suspensión de empleo y

sueldo del Sr. Pérez Pérez, han vulnerado 1os derechos

fundament ,a les reconocidos en los ar t ,s .  L4¡  20.1.a)  y  d)  y  2¡

24 .L  y  2 ¡  y  28 .L ,  t odos  de  l a  C .E .  So l i c i t an  l a  nu l j - dad  de  l -as

resoluciones recurridas y, mediante otrosi, 9ü€ se suspenda la

e jecución de la  sent ,enc ia,  dados los per ju ic ios 9üér  en caso

contrar io ,  se produci r lan.

4,  Mediante prov idencia de 26 de octubre de L992,  la

Sección Cuart,a de este Tribunal acordó admitir a trámite la de-

manda presentada y adoptarr €D consecuencia, lae medidas

dispuestas por  e l  ar t .  5L de Ia  LOTC.

Por providencia

asimismo, l-a apertura

conforme determina eL

común de tres dfas a la

para que alegasen lo

suspensión.

de Ia misma fecha, fa Sección acordó,

de la pieza separada de suspensión, y

art .  56 de la LOTC, conceder un Plazo
parte recurrente y al Ministerio Fiscal

que estimasen pertinente sobre dicha

5. La representación actorar €rr su escrito presentado

e1 6 de noviembre de L992, seña1a que el cunplimient,o de la

sanción produciria un irreparable perjuicio, no ya por Ia

pérdida de la remuneración, sino porque, de procederse a }a

mismar s€ estarfa cercenando la labor sindical del sancionado,

dado que a1 serlo ostentaba la condición de representante

sindical. De este modo, s€ conculcarfan, con anterioridad al

momento  p rocesa l  opor tuno ,  los  a r ts .  L4 ,20 .1 .a ) ,  24  y  28  de  la

C.E. Y junto a el lo,  Ia suspensión que se interesa no producirá

ninguna perturbación grave de los intereses generales, ri de

l-os derechos fundamentales de terceros.
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6. Por su parte,  €1 Minister io Fiscalr  €r I  escr i to

presentado el 5 de noviembre de L992, advierte que el perjuicio

que se derivará de Ia ejecución de Ia sanción impuesta eB

fundamentalment,e de contenido económico Y, como tal, es

susceptible de ult,erior reparación compensatoria, taz6n por la

cuaL, teniendo presente eI  constante cr i ter io del  T.C. de que

siempre concurre un interés general en el cumplirniento de los

mandatos judiciales, procede no acceder a la suspensión

interesada.

I I .  FUNDAMENTOS JURIDICOS

Unico.  De acuerdo con 1o d ispuesto en e l  ar t ' .  56.1 de

1a LOTC, la Sala que conozca de un recurso de amparo suspende-

tá,  b ien de of ic io  o a instanc ia de par te,  la  e jecución deL

acto de los poderes públicos por razón deL cual se reclame Ia

tutela del Tribunal cuando ta1 ejecución hubiese de ocasionar

un perjuicio que hiciera perder al amparo su f inal idad. No obs-

t,ante¡ podrá denegar la suspensión cuando de ésta pueda seguir-

se perturbación de los intereses generales o de los derechos o

I iber tades pr lb l icas de un tercero.  E l  e jerc ic io  de esta facul -

tad est,á presidido por La regla general de 1a no suspensión de

las resoluc iones de Los órganos jur isd icc ionales,  pues así  1o

exige el interés general al estar amparados sus actos y

decisiones por una presunción de legalidad y val idez. Por

t,anto, la suspensión recogida en la norma dicha es una rnedida

cautelar de naturaleza excepcional y de aplicación restr ingida,

debido a que e1 interés general al que antes hemos hecho

mención sólo ha de decaer en los supuestos en gue Ia ejecución

pueda hacer perder a1 amparo su f inal idad.

Pues bienr €Il  el presente caso, esta doctrina nos ha de

lLevar a denegar Ia suspensión solicitada, por cuanto de l-a

ejecución de Ia sanción de un mes de suspensión de empleo y
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sueldo derivará fundamentalmente un perjuicio económico

fáciLmente reparable en su caso, sin gu€r además, dada su enti-

dad, el mismo sea suficiente para excepcionar Ia regla general

del interés general subyacente en el curnplimiento de las deci-

s iones  j ud i c ia les .

Por 1o expuesto, la Sala acuerda no acceder a Ia sus-

pensión interesada por La Procuradora doña Nuria Munar Serrano,

en nombre y representación de don Eduardo Pérez Pétez y don

Fernando Leopoldo Arrocha Rodrfguez.

Madrid, treinta de noviembre de mil novecientos noventa

y  dos .
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